
Muy Señor mío,

Me llamo Luis Fernández Montes, DNI xxxxxxx, vivo en Zaragoza y me dirijo a Ud. porque me siento engañado, inseguro e indefenso ante el Ministerio de Trabajo y la Seguridad Social.

Antes que nada debo decir que no soy profesional ni entendido en materia legal, por lo que el escrito que sigue puede tener errores de dicción o ser complicado, o poco claro en mi exposición y estar falto de argumentos que otros expertos en la materia podrían aclarar y ampliar.

Con fecha 18 de julio de 2012 fui despedido de la empresa en la que trabajaba por un ERE colectivo, recibiendo la indemnización correspondiente.

Me incorporé a las listas de desempleados del INEM con fecha 27 de julio de 2012 (sigo como demandante de empleo desde esa fecha), cobrando la prestación correspondiente.

El 10 de mayo de 2013 terminé de cobrar la prestación por desempleo.

Personado en las oficinas de la Tesorería General de la Seguridad Social me aconsejaron hacer un Convenio Especial al objeto de seguir cotizando y poder alcanzar los 30 años de cotización necesarios para poderme jubilar por la antigua Ley de jubilación, a tiempo que mejorar la futura pensión a la que tendría acceso. Me aseguraron, y así parece ser que fue hasta hace poco, que el estar pagando un Convenio Especial no me equiparaba a estar dado de alta por actividad laboral, que era un pago para mejorar la futura pensión.

Hice mis cálculos, y comprobé lo que me costarían todas las aportaciones que tenía que hacer a la Seguridad Social y lo que iba a necesitar para vivir durante hasta que me jubilase. A la vista de que entraba dentro de mis posibilidades, suscribí el mencionado Convenio Especial y empecé a pagar religiosamente los recibos que me mandaban al banco.

A finales del mes de junio, alertado por un compañero que había ido a suscribir el convenio especial en esas fechas, de que había habido algún cambio de legislación, me acerqué por las oficinas del INSS de Joaquín Costa en Zaragoza donde me dijeron que efectivamente, que había habido un cambio, pero no de legislación sino de un criterio interno que no me dejaron consultar alegando que era un documento secreto, y con el nuevo criterio por el simple hecho de haber suscrito el Convenio Especial ya no me podría jubilar por la antigua legislación, diciendo, o eso entendí que ahora se interpretaba que suscribir el convenio era equivalente a estar trabajando, y si se volvía a trabajar ya no se aplicaba la antigua ley.

En estos momentos me  planteo seriamente si seguir pagando y cotizando por Convenio Especial o paralizar el pago. En mi caso, particular, el lugar de poderme jubilar a los 63 años, lo que era mi intención, con  la nueva ley tendría que jubilarle a la edad ordinaria, que sería de 65 años y cinco meses, o eso espero, lo que representa un serio quebranto para mi economía particular pues tendré que seguir atendiendo los pagos del Convenio Especial y seguir consumiendo mis ahorros para nuestros gastos familiares durante dos años como mínimo.

Ante la situación descrita, me he preocupado de profundizar en la comprensión de mi situación a través de conocidos y recogiendo consideraciones que el grupo de afectados, por la decisión de la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social (en adelante DGOSS), ha empezado a volcar en la “red” y que puedo resumir del siguiente modo:
La ley de pensiones fue modificada en el año 2011 (LEY 27/2011). El Parlamento, con el consenso de las fuerzas sociales, para proteger a los que habían perdido su empleo por causa no imputable al trabajador antes de la entrada en vigor de esa Ley (1/8/2011) les mantuvo en la ley anterior (ver final del preámbulo y disposición final 12a.2 “cláusula de salvaguarda” de la LEY 27/2011).

De nuevo la ley de pensiones fue modificada en marzo de 2013 (Decreto-ley 5/2013), respetando el derecho a la aplicación de la ley anterior a los despedidos con anterioridad al 1/8/2011 y ampliándola a los despedidos desde esa fecha hasta 1/4/2013. Pero añadiendo algunos cambios y un matiz que es el origen del problema: “siempre que con posterioridad a tal fecha (1/4/2013) no vuelvan a quedar incluidas en alguno de los regímenes del sistema de la Seguridad Social”.

Esta legalidad se ha respetado por la Seguridad Social hasta junio de 2014 (durante los 14 meses posteriores a la entrada en vigor de la Ley), cumpliendo con los requisitos establecidos en la norma anterior a LEY 27/2011 y con independencia de tener o no suscrito convenio especial con la seguridad social.

Durante ese período:

Se han aceptado las peticiones de jubilación (anticipada a los 61 años o posterior).

En las dependencias de la SS se ha informado a los que se han interesado que la suscripción de un convenio especial, no solo les favorecía sino que no iba a afectar en nada al acceso a la jubilación por la legislación anterior.

Han dado respuestas por escrito, y a través del buzón de consultas de la Seguridad Social en los mismos términos.

Sin embargo, desde mediados de junio de 2014 y con las mismas circunstancias personales de los expedientes aprobados con anterioridad y sin cambio alguno en la legislación (siguiendo, entendemos, “nuevas instrucciones” Criterio 22/2000, RJ 97/2014, de 1/8/2014) deniegan la pensión a todos aquellos despedidos (siempre a los despedidos individualmente y con matices en los demás casos) antes del 1/4/2013 que con anterioridad a esa fecha tuvieran suscrito un convenio especial con la seguridad social o lo hubieran suscrito después de esa fecha. El pretexto: “tener suscrito un convenio especial (ellos dicen cotizar por ese convenio) equivale a volver a quedar incluido en alguno de los regímenes del sistema de la Seguridad Social”. So pretexto de que “ahora” interpretan que esa equiparación se establece en la norma que regula el convenio (Orden TAS/2865/2003). Aunque últimamente cuidan el lenguaje para no ser tan explícitos en la motivación del rechazo a la solicitud. Al respecto, tengo serias dudas de que la situación de Desempleo o el haber firmado y estar pagando un Convenio Especial sean equiparables a estar incluido en un Régimen de la Seguridad Social, pero no soy experto en ello y considero que es otra cuestión aparte de mi queja.

Los efectos sobre los afectados de esta nueva interpretación de la aplicación de la LEY 27/2011, entre otros:
Se nos deniega al acceso a la jubilación anticipada por la anterior legislación.
Para mantener nuestras pensiones tendremos que seguir cotizando (en paro), de un día para otro y sin cambio legislativo alguno que lo avale, como mínimo hasta dos años más.

La nueva legislación conlleva coeficientes correctores más punitivos. Igualmente más desfavorables de poder optar a la opción de “no imputable”. Es decir, no sólo no se nos protege si no que se nos discriminan y penaliza.
Se nos elimina la posibilidad de la jubilación a los 64 años.
Se amplían el número de años para el cálculo de la pensión.
Todo ello porque se considera que al estar pagando un Convenio Especial  estamos incluidos en un Régimen de la Seguridad Social, y nos equipara a estar incluido en un Régimen por actividad laboral.
Después de la exposición de todas las circunstancias personales que rodean este caso, me dirijo a Ud. diciendo que estimo que se está vulnerando ampliamente la Constitución Española, en los siguientes puntos:

“Las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieran lo contrario” En este caso se ha aplicado una lectura de la ley (que no la ley en sí) con efecto retroactivo, sancionando en mi contra un hecho causante ocurrido en febrero de 2011 (la firma de un Convenio Especial con la Seguridad Social).

Vulnera el principio de seguridad jurídica e indefensión. Desde el 16 de Junio la DGOSS ha cambiado de criterio varias veces, creando muchas dudas e inseguridad, incluso los funcionarios que informen en los Centros de Información de la Seguridad Social, estás desconcertados y ellos mismos desinformados. Últimamente, según me dijeron en la última vez que fui a informarme sobre si había cambios me dijeron que las nuevas órdenes era que no informaran, que recogieran los papeles y se limitasen a enviarlos a Madrid.

Discriminación por edad.  Se está aplicando la ley de forma diferente a dos personas sólo porque nacieron con unos días de diferencia o fueros despedidos con un día de diferencia, sin ningún tipo de periodo transitorio de adaptación, como sí que existe para los trabajadores que aún conservan sus empleos
Respecto a la lectura de la ley 27/2011 de 1 de Agosto disposición final duodécima 2.a), el legislador ha escrito textualmente “siempre que con posterioridad a tal fecha (la de entrada en vigor de la ley) no vuelvan a quedar incluidas en ….”. El legislador usa el verbo volver, y la Real Academia de la Lengua dice al respecto que Volver es “poner o constituir nuevamente a alguien o algo en el estado que antes tenía” o bien “Regresar, al punto de partida”, por lo tanto está claro que con las palabras “que no vuelvan” se expresa que hay que salir de la situación y volver, cosa que no se ha dado. Si el legislador hubiera querido decir lo que dice la Seguridad Social, habría escrito, atendiendo al principio de claridad de la norma, “siempre que con posterioridad a tal fecha no estén incluidas en …..”
Es por ello, por lo que ruego que interceda ante la Administración, en concreto ante la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, para que se aplique la ley en sus términos concretos, respetando la Constitución Española, y no según la lectura personal que han hecho, así como para que, sabiendo que hay muchísimos más expedientes que han sido denegados vulnerando estos principios en base a las instrucciones  emitidas por la DGOSS,  vuelvan a revisar mi expediente y la totalidad de los expedientes que han sido automáticamente denegados, incluidos los expedientes que han pasado a quedar “cerrados” por haberse desestimado la “Reclamación previa a la vía jurisdiccional social”. De esta decisión depende realmente la vida de muchas personas de edad avanzada, unos con mejor y otros con peor salud, que difícilmente podrán soportar la situación  de estrés que esta decisión del Ministerio de Trabajo está causando en sus personas.


